Intervención Federal de la provincia de Santiago el Estero. Ley 25881
CASO PRACTICO Nº4.                                                                         CONSIGNA

La ley nacional 25.881 dispuso la intervención federal de la provincia de Santiago del Estero. El motivo por el cual se justificó este proceder fue la necesidad de "garantizar la forma republicana de gobierno" en ese Estado Provincial. Entre las competencias que se le otorgó al interventor federal se lo autorizó expresamente a "convocar elecciones" para "asegurar la normalización y pleno funcionamiento de los poderes provinciales".


Ahora bien, el interventor designado a tales efectos por el Poder Ejecutivo Nacional, dictó una ley local por la que dispuso la necesidad de la reforma de la Constitución Provincial. Esta disposición fija los puntos constitucionales a modificar, convoca a elecciones de convencionales constituyentes y establece un procedimiento para su elección distinto al previsto en los Arts. 115 y 222 de la Constitución de la Provincia de Santiago del Estero.

Responda fundadamente las siguientes preguntas:

1.
Identifique las características básicas de la forma federal de Estado. Se espera que el alumno fundamente su respuesta en la bibliografía obligatoria de DERECHO CONSTITUCIONAL. 

2.
Explique en qué consiste la “intervención federal” y cómo debe concebirse en un país que adopta la forma federal de Estado; tal el caso de la Argentina. En este punto, se espera que el alumno señale y fundamente, según los elementos conceptuales del Derecho Constitucional Argentino y las cláusulas respectivas, los conceptos aludidos en esta pregunta  

3.
Explique, brevemente, las clases de intervención federal previstas constitucionalmente y cuáles son sus supuestos de procedencia. Fundamente su respuesta.  

4.
Desarrolle el concepto de “autonomía provincial” y, a partir de él, delimite las competencias del interventor federal. 

5.
Según las respuestas a las consignas 2, 3 y 4, ¿cree Ud. que la declaración de necesidad de la reforma constitucional dispuesta por el interventor federal está dentro de sus competencias? En este punto, se espera que el alumno fundamente su respuesta, según los elementos conceptuales del Derecho Constitucional Argentino.  

Introducción a la Resolución de Consignas


El mundo Jurídico y el Mundo Político Lamentablemente no siempre  mantienen una relación afable, continua, consecuente, yuxtapuesta. Pareciera incluso en ciertas ocasiones que son altamente antagónicas. En el caso Presente la Intervención Federal ha sido declarada por ley como consecuencia de hechos ilícitos llevados a cabo por orden y mandato del Poder Político de Santiago del Estero. 
Estos delitos fueron consumados en un  marco que trasciende la esfera jurídico- política, llegando a desparramarse en la vida civil del Pueblo del Estero, atacando la base de la seguridad básica que el poder del Estado debe no solo ofrecer a los ciudadanos sino garantizar y asegurar so pena de que las instituciones que lo conforman se corrompan al punto que quiebren al propio sistema democrático.
Entendemos que nuestro sistema de gobierno Republicano y Federal es la base de nuestra democracia, y debe mantenerse incolumne a fin de asegurar la vida de nuestro sistema de derecho. Si bien podemos decir que formalmente mantenemos un sistema democrático, el caso particular que nos trae en análisis nos muestra la fragilidad del mismo,  simulando más una apariencia  que  una realidad. Nosotros sin embargo, nos remitiremos a las cuestiones de derecho que corresponde a la situación, obviando la cuestión sociológica y cultural que hacen que se permitan gobiernos de corte  feudal -  aristocrático y que además  puedan verse como lícitos. Todo esto nos muestra que en última ratio esta situación es arrastrada desde el comienzo de la organización jurídica de nuestro País, ya que estos gobiernos datan de los orígenes de nuestra organización jurídico- política allá por 1853.
Adentrándonos solo en el análisis especifico a resolver, quisiera remitirme  a modo de introducción a los hechos específicos que han llevado a declarar la ley 25881, con el fin de comprender el alcance y las soluciones que se han dado al respecto, y como se ha resuelto la reforma de la Constitución de la Provincia de Santiago del Estero dentro de los parámetros Constitucionales.
CRONOLOGIA DE LOS HECHOS
· La fundación “Poder Ciudadano” solicitó al entonces Presidente de la Nación Néstor Kirchner que considere la Intervención Federal de la Provincia de Santiago del Estero “para establecer la plena Vigencia de la Democracia y del Estado de derecho”, debido a la crisis política y judicial que provocó el doble crimen de la Dársena. El titular de dicha fundación Mario Rejtman Farah sostuvo que “las violaciones al Estado de Derecho por parte de las autoridades e Santiago del Estero, la violencia originada en el propio sistema político y la grave crisis en los poderes provinciales hace necesario  se acuda de inmediato al remedio de la intervención Federal. (…) solo así cesará el clima de impunidad que reina en la provincia y podrán comenzar a restablecerse las instituciones democráticas y la plena vigencia de las instituciones republicanas actualmente dañadas. 

· Crimen de la Dársena: El 6 de febrero de 2003 en un descampado conocido con el nombre de “La Dársena”, ubicado a doce kilómetros de la ciudad de Santiago del Estero, fueron encontrados los restos de Leyla Bshier Azar y Patricia Villalba. Se trataba de dos mujeres jóvenes muertas de manera brutal y cuyas desapariciones habrían quedado en la nada si no se hubiera combinado una serie de factores que permitieron investigar a fondo y probar que el crimen comprometía a familias, empresarios y funcionarios vinculados con el régimen de poder del caudillo peronista Carlos Juárez. La investigación se complicó por las vinculaciones políticas de los sospechosos.  Los autores del crimen, según el juez Mario Medina, ya tienen nombre y apellido: Musa Azar, ex jefe de Inteligencia de los Juárez, está acusado del homicidio de Patricia, calificado por alevosía.  Este crimen es conocido como “el crimen de los hijos del poder, ya que participaron los hijos y familiares de los mismos”.

· Este crimen sacó a la luz toda una historia de ilíctos de larga data que incluía crímenes de diferentes índole desde la década del´70 cuando asumió como Gobernador  el Señor Carlos A. Juarez, (escuchas ilegales, estafas al fisco y al Anses entre otros).- Así mismo cuando el Estado Nacional debió analizar la situación jurídico social de la provincia antes de declarar la ley de intervención la información obtenida  se resumía asi: “En cuanto al desempeño de  los funcionarios del Poder Ejecutivo Santiagueño ha sido revestido por quejas y denuncias por negligencia y lentitud en la gestión administrativa, hasta el casi nulo respeto por los derechos laborales de los agentes del Estado provincial”(…), se sostuvo que la legislatura santiagueña se halla sometida a mecanismos de extorsión y presión entre sus miembros (.. ) destacándose que un considerable número de sus integrantes ha sido involucrado judicialmente en distintas causas y tiene requerido el desafuero”. Cuando se lo consulto al P.E.N. sobre el accionar ilícito de la policía santiagueña, declaró que “Dicha institución es objeto de permanentes cuestionamientos : “ falta de profesionalidad, desapego a las formas y notoria falta de observancia de la legalidad” (…) Se detectaron anomalías graves en sus instituciones , violaciones a la ley Orgánica Policial, registrándose un recrudecimiento de las operaciones de coacción a periodistas, políticos opositores y miembros de distintas organizaciones sociales. (…) También se ha denunciado al Poder Judicial Santiagueño “por su falta de independencia del poder político, la morosidad en la tramitación, generalmente injustificada”
.
· Con fecha 01/04/2004, el Congreso Sancionó y promulgó  la ley 25881 por la cual dispuso la intervención de la Provincia de Santiago del Estero por 180 días prorrogables por igual tiempo. En ese entonces la provincia  se hallaba gobernada por la Señora Mercedes Aragonez de Juarez, esposa del caudillo peronista Carlos A.  Juarez. -
· Las Normas de la Constitución Nacional relacionadas al caso que nos trae a análisis son  5
, 6
, 121
 y 122
 CN.-
· El P.E.N  nombró interventor Federal al Subsecretario de Justicia, Dr. Pablo Lanusse.
· Las atribuciones especificas que le confirieron al Interventor Lanusse se limitaban a   convocar elecciones para asegurar la normalización y pleno funcionamiento de los poderes provinciales".
· Con fecha 04/08/2004 Lanuse Promulgó y sancionó la ley provincial local número 6667  por la que dispuso la necesidad de reforma de la Constitución  Provincial y convocó a elecciones de convencionales constituyentes.
· Con fecha 21/9/2004 La CSJN resolvió suspender la reforma de la Constitución Santiagueña por un recurso  de acción  de amparo interpuesto por el Senador Nacional de dicha provincia, Dr. José Luis zavalía contra el Estado Nacional y contra la Provincia de Santiago del Estero a fin de que se declare Inconstitucional la Ley local 6667 dictada por el Interventor Federal, Mientras tanto solicita la suspensión de la Reforma y esto es lo que ha dispuesto la CSJN como medida cautelar.
· Finalmente el 26 de noviembre de 2005 se sancionó la reforma de la constitución Provincial de Santiago del Estero.
· La evolución y la determinación de porque se logró la reforma de la constitución será resulta en las consignas pertinentes y en la síntesis final del presente trabajo, donde se determinará si se ha actuado conforme a derecho y según las disposiciones de nuestra Carta Magna.
RESOLUCIÓN DE CONSIGNAS
Consigna Nº 1 Identifique las características básicas de la forma federal de Estado. Se espera que el alumno fundamente su respuesta en la bibliografía obligatoria de derecho constitucional. 
El Estado Argentino ha tomado para sí la forma de Gobierno Representativa, Republicana y Federal. La democracia ya instaurada por el Siglo V ac en Grecia, es una de las tantas formas que puede adoptar un Estado para su organización político Jurídica. Los estados democráticos a su vez pueden organizarse de diferentes maneras como es el caso de Los estados Unidos de América que son Confederados a diferencia de nosotros. Con esto traigo a colación que los estados democráticos se organizan a sí mismos según su propia historia, su  Cultura, y por sobre todo según lo que se dispone en la Constitución originaria, aquella que dio nacimiento al país como estado independiente y con reconocimiento internacional.
Dijimos que la Argentina en su proceso de organización Político Jurídica, adopta para sí la forma Representativa, Republicana y Federal. Esto está establecido en el art.1º de la Carta Magna
. Partimos de la base ya entendida y superada de que le Poder es uno solo y reside en el Pueblo, quien detenta en si mismo todo ese poder y quien lo delega en manos del Estado para que lo gobierne por medio de sus representantes.
Dicho esto podemos entonces  sostener que el significado de esa forma de Estado se entiende del siguiente modo: Argentina adopta para sí la forma de Gobierno 
Representativa: El Poder lo ejerce el pueblo por medio de sus representantes (este concepto es la base del fundamento de la democracia). El art 22 CN 
 nos alude a ello.
Republicana: Es la base de la división del Poder. Significa que el poder siendo uno se divide en 3 funciones a las que por costumbre llamados los 3 poderes. La división del Poder en sus 3 funciones proviene de Montesquieu a quien le debemos la explicación originaria del asunto. La Forma Republicana con la división del poder es sus tres funciones Legislativa, Ejecutivo, y Judicial (hacer la ley, ejecutar la ley, proteger y obedecer la ley),  busca obtener los siguientes elementos esenciales como son:   dividir, controlar y equilibrar el poder a fin de evitar los abusos que provienen del mismo. 
Si miramos  la historia de los poderes de los estados comprendemos que la República surge con la revolución Francesa en oposición directa a los estados totalitarios provenientes de las antiguas monarquías, quienes detentaban todo el poder en la persona del Rey. Los abusos  que devinieron de esa forma de estado nos dejan como enseñanza que toda democracia debe y se funda en una República de Estado.
 Es importante puntualizar que las constituciones originarias  que han surgido en la misma época en la que se originó la Constitución Nacional Argentina son constituciones que buscaban limitar el poder del Estado y proteger al individuo justamente frente a ese Estado que estaba representado en la persona del Rey. Por ello nuestra Constitución comienza su articulación con normas que  declaran los derechos y las garantías de los ciudadanos y que les otorga protección no solo entre sí mismos sino frente al Estado Constituido. Posee entonces como fin primario y último, causa de su existencia, la protección y reconocimiento de las libertades individuales, la publicidad de los actos de gobierno, y la periodicidad en los mandatos.
Federal: Es la base de la descentralización territorial del Poder. Podemos entender que coexisten dos poderes, el Federal y el Provincial. El Estado Federal tiene su razón de ser  y se explica junto al concepto de autonomía que será desarrollado en el punto 4 del presente trabajo. Sin embargo quisiera dejar asentado en este apartado que  esta descentralización del poder o mejor dicho esta distribución del poder entre el Estado Federal que ejerce su jurisdicción sobre la totalidad del territorio argentino y los gobiernos provinciales o estados miembros, quienes ejercen jurisdicción solo dentro del territorio delimitado, es la base de la Federación. 
Como se verá en el apartado 4, esta distribución del poder o división  soberana del poder se fundamenta en el art  121 CN
, permitiendo la existencia y coexistencia de dos tipos de gobierno, el municipal y el nacional o federal. Un elemento importante que no quisiera dejar de traer a lectura es que esta descentralización del poder  exige y permite el control y la cooperación recíproca  entre el estado Nacional y provincial, logrando evitar la concentración del mismo. Hay que relacionar el art.121 CN  con el art.5 CN 


Para finalizar esta primer consigna quisiera exponer el pensamiento de Juan Bautista Alberdi quien en su libro “Bases”
, desmenuza de manera ejemplar el espíritu que posee nuestra Constitución nacional  y que han servido de base al derecho constitucional argentino como eje rector en el lineamento doctrinario.  “…Hay una fórmula, tan vulgar como profunda, que sirve de encabezamiento a casi todas las constituciones conocidas. Casi todas empiezan declarando que son dadas en nombre de Dios, legislador supremo de las naciones. Esta palabra grande y hermosa debe ser tomada, no en sentido místico, sino en profundo sentido político. (…) .El hombre no elige discrecionalmente su constitución o manera de ser normal, como la de cada hombre. El hombre no elige discrecionalmente su constitución gruesa o delgada, nerviosa o sanguínea, así tampoco el pueblo se da por su voluntad una constitución monárquica o republicana, federal o unitaria. Él recibe estas disposiciones al nacer: las recibe del suelo que le toca por morada, del número y de la condición de los pobladores con que empieza, de las instituciones anteriores y de los hechos que constituyen su historia: en todo lo cual no tiene más acción su voluntad que la dirección dada al desarrollo de esas cosas en el sentido más ventajoso a su destino providencial.(…)Nuestra revolución tomó de la francesa esta definición de Rousseau: “La Ley es la voluntad general”, en contraposición al principio antiguo de que la ley era la voluntad de los reyes, la máxima era excelente y útil a la causa republicana. Pero es definición estrecha y materialista en cuanto hace desconocer al legislador humano el punto  de partida  para la elaboración de su trabajo de simple interpretación, por así decirlo. Es una especie de sacrilegio definir la ley, la voluntad general de un pueblo. La voluntad es impotente ante los hechos, que son obra de la providencia. ¿Será ley la voluntad de un congreso, expresión del pueblo que teniendo en vista la escasez y la conveniencia de brazos, ordenase que los argentinos nazcan con seis brazos?(…) La ley, constitucional o civil, es la regla de existencia de los seres colectivos que se llaman  Estados, y su autor no es otro que el de esa existencia misma regida por la ley. El Congreso Argentino Constituyente no será llamado a hacer la República Argentina ni a crear las reglas  o leyes de su organismo normal, el no podrá reducir su territorio, ni cambiar su constitución, ni anudar el curso de los grandes ríos, ni volver minerales los terrenos agrícolas. El vendrá a estudiar y a escribir las leyes naturales en que todo eso propende a combinarse y desarrollarse del modo más ventajoso a los destinos providenciales de la República Argentina. Este es el sentido de la regla tan conocida de que las constituciones deben ser adecuadas al país que las recibe; Y toda la teoría de Montesquieu sobre el influjo del clima en la Legislación de los pueblos no tiene otro significado que éste.(…) Y desde luego, aplicando este método a la solución del problema más difícil que haya presentado hasta hoy  la organización política de la República  - que consiste en determinar  cuál será la base más conveniente para el arreglo de su gobierno general, si la forma unitaria o la federativa-, el Congreso hallará que éstas dos bases tienen antecedentes tradicionales en la vida anterior de la República Argentina, que ambas han coexistido y coexisten  formando como los dos elementos de la existencia de aquella república.(…)Son antecedentes federativos de la República Argentina tanto coloniales como patrios, los siguientes  hechos, consignados en su historia y comprobados por su notoriedad:
1º, las diversidades, las rivalidades provinciales sembradas sistemáticamente por la dominación colonial y renovada por la demagogia republicana.
2º (…) Aislamiento e independencia provincial

3º Las especialidades provinciales, derivadas del suelo y del clima, de que se siguen otras en el carácter, en los hábitos, en el acento, en la producción de la industria y el comercio, y en su situación respecto del extranjero.

Incisos 4º y 5º (…)

6º Los hábitos ya adquiridos de legislaciones de tribunales de justicia y de gobiernos provinciales. (…)

7º La soberanía parcial de la revolución de Mayo reconoció a cada una de las provincias, y que ningún poder central les ha disputado en la época moderna.

8º  La extensas franquicias municipales y la grande latitud dada al gobierno provincial por el antiguo régimen español, en los pueblos de la República Argentina.
9º La imposibilidad de hecho para reducir sin sangre y sin violencia a las provincias o a sus gobernantes al abandono espontáneo ó despótico (…) el poder de la propia dirección, la soberanía o la libertad social.
10º  Los tratados, las ligas parciales, celebradas por varias provincias entre si durante el período de asilamiento.
11º El provincialismo monetario, de que Buenos Aires ha dado el antecedente más notable con su papel moneda de provincia.

12º El acuerdo de los gobiernos provinciales de la Confederación, celebrado en San Nicolás el 31 de mayo de 1852, ratificando el pacto litoral de 1831, que consagra el principio federativo de gobierno.
 Más adelante Alberdi nos aclara que Federación significa liga, unión, vínculo, y que éste vínculo puede ser más o menos estrecho de acuerdo a las particularidades de cada país. “La unidad no es el punto de partida, es el punto final de los gobiernos (...) Por el contrario toda federación decía Rossi, “es un estado intermedio entre la independencia absoluta de muchas individualidades políticas, y su completa fusión en una sola y absoluta soberanía”
.
Consigna Nº 2.
Explique en qué consiste la “intervención federal” y cómo debe concebirse en un país que adopta la forma federal de Estado; tal el caso de la Argentina. En este punto, se espera que el alumno señale y fundamente, según los elementos conceptuales del Derecho Constitucional Argentino y las cláusulas respectivas, los conceptos aludidos en esta pregunta  

La intervención Federal Es un remedio excepcional que ofrece nuestra Constitución  Frente a una situación particular acaecida en alguna Provincia y que no puede resolverse por los mecanismos constitucionales provinciales y por ende requieren la intervención federal a fin de poner fin al hecho que lo ocasiono. EL art 6 CN es quien da nacimiento a esta institución. Dice la norma en cuestión: “El gobierno Federal Interviene en el Territorio de las Provincias para garantir la forma republicana de gobierno, o repeler invasiones exteriores, y a requisición de sus autoridades constituidas para sostenerlas o restablecerlas, si hubiesen sido depuestas por la sedición, o por invasión de otra provincia”.

De esta norma se pueden extraer los siguientes elementos y el alcance de la misma, a saber: 

· Limita la Intervención Federal en las provincias a casos excepcionales donde se ve peligrada o vulnerada nuestra forma de gobierno, que yendo al fondo de la  cuestión hace peligrar a la propia Constitución Nacional; fuente primera y soberana de toda nuestra organización política y que nos conforma como Estado Nación. Esto significa que es de aplicación en extremo excepcional y por lo tanto se fundamenta en criterios de interpretación restrictiva para determinar el alcance de las facultades otorgadas en la solución del conflicto.
· Declara que en caso de Invasión exterior la solución del conflicto recae en el Estado Nacional. Esto es así por cuanto según lo establece el art.121, las provincias tienen todo el poder no delegado al estado nacional. El uso y ejercicio de las Fuerzas Armadas y de defensa han sido delegadas por todas las provincias en el Estado Nacional, pertenecen al ejercicio federal, es decir que las Fuerzas armadas es una institución que depende del estado Federal, siendo el presidente el Comandante en Jefe. Esta atribución delegada es uno de los rasgos distintivos de todo estado republicano y federativo, pues el estado Federal Nacional concentra en sí mismo el poder Represivo como  ejercicio de la soberanía.

· En su apartado final esta norma establece “y a requisición de sus autoridades constituidas para sostenerlas o restablecerlas, si hubiesen sido depuestas por la sedición, o por invasión de otra provincia”… de esta oración podemos rescatar que la Intervención Federal procede por diferentes causas a pedido de la propia provincia. Las posibilidades que se desprenden de la norma serian
· Sostenimiento de la autoridad constituida: sería el caso de que el poder constituido provincial estuviese sufriendo un golpe de gobierno y solicitara al estado nacional la intervención para evitar el desenlace.

· Restablecimiento de la autoridad constituida: tal seria e caso de que el golpe de gobierno provincial se haya producido y la autoridad constituida hubiese sido expulsada del aparato estatal.

· Si hubieses sido depuesta por la sedición: Sedición es un concepto que esta mencionado en el art 22 CN, el cual establece ““El pueblo no delibera ni gobierna sino por medio de sus representantes y autoridades creadas por esta constitución. Toda fuerza armada o constitución de personas que se atribuya los derechos del pueblo y peticione a nombre de éste comete delito de sedición”. Si las autoridades constituidas fueren sido destituidas por sedición significa que han sido destituidas por un sector no reconocido como autoridad por nuestra constitución que busca el logro de separar del estado nacional el territorio bajo sedición o las autoridades constituidas afectadas.
· Por invasión de otra Provincia: Todas las provincias son soberanas en su territorio, en plano de igualdad política y jurídica entre ellas, por lo tanto ninguna provincia puede ejercer dominio alguno sobre ningún territorio ajeno a su jurisdicción. Jurisdicción y autonomía son el fundamento de esta premisa. Las Provincias solo poseen jurisdicción en su territorio por lo que las acciones realizadas fuera del mismo son ilegítimas y no serán reconocidas por el Estado Nacional, garante último de nuestra Forma de Estado por medio del ejercicio de las garantías constitucionales recaídas en el ejercicio de las instituciones  en manos del estado Nacional.
Generalidad: la Intervención Federal es una garantía Federal, lo que implica que es el Estado nacional quien protegerá, asegurará y restablecerá la autonomía de las provincias en caso de que se den los prepuestos del art. 6. El Fin de esta institución es mantener no solo la forma republicana y federativa, sino viva la Constitución Nacional, pilar esencial y originario de nuestro sistema jurídico que nos da vida como estado nacional. Busca mantener la supremacía Constitucional, como así también de los derechos humanos y los tratados internacionales con rango constitucional,  por lo que se entiende que es una institución de carácter no solo excepcional sino de emergencia.

El art.75, inciso 31 prevé la intervención provincial: “disponer la intervención federal a una provincia o a la ciudad de Buenos Aires. Aprobar o revocar la intervención decretada, durante su receso, por el poder ejecutivo. La intervención Federal solo la puede dictar el Congreso y por excepción el Poder Ejecutivo Nacional

¿Quién puede solicitar la intervención? La intervención solo puede motivada por de dos maneras: o ha pedido de la propia Provincia por las razones antes expuestas o por el Estado nacional a través del congreso  a fin de garantir la forma republicana de gobierno  y/o repeler las invasiones exteriores como también se expuso más arriba.
Consigna Nº 3.
Explique, brevemente, las clases de intervención federal previstas constitucionalmente y cuáles son sus supuestos de procedencia. Fundamente su respuesta.  

Las Clases de Intervención Federal prevista Constitucionalmente son las siguientes:
a) Por disposición del Gobierno Federal.
b) Por solicitud de la Propia provincia a intervenir y/o sus autoridades constituidas
Ambas están determinadas por el Art.6 CN arriba mencionado y al que nos remitimos.

Los supuestos de procedencia  también provienen de la norma mencionada, y el alcance de esos supuestos puede limitarse de la siguiente manera

Si la intervención proviene por disposición del Gobierno Federal,   nos remitimos al art. 75, inciso 31y al art.99 inciso 20 CN, los cuales establecen el primero que la intervención será dispuesta por el Congreso Nacional y solo por excepción podrá solicitarla el Poder Ejecutivo Nacional si el Congreso está en receso. El siguiente artículo nombrado determina que si el Poder ejecutivo dicta la intervención Federal de una provincia porque el Congreso esta de receso, deberá convocarlo simultáneamente para su tratamiento
 . Las causas que habilitan al congreso o Poder ejecutivo a tal intervención son
Garantizar la forma republicana de gobierno cuando se produce una grave alteración  de los principios democráticos o federativos. Me gustaría aquí hacer una pequeña alusión al verdadero alcance por cuanto si bien manteniéndonos siempre en el criterio de interpretación restrictivo, y entendiendo que la intervención federal es una garantía y un remedio de excepción, no podemos dejar de plantear que se permite al Estado Federal por decisión unilateral intervenir una provincia. Por tal razón debemos ser en extremó minuciosos al momento de delimitar las facultades otorgadas a quien llevará a cabo la intervención, tal es el Caso presente pues la intervención fue dictada por el P.E.N, justamente para garantir la forma de gobierno republicana como consecuencia de los ilícitos presentados en la introducción del presente trabajo.
Para repeler invasiones exteriores: Aquí no se distingue sin las invasiones exteriores provienen de país extranjero o del interior de nuestro territorio.  Es decir que procede ante la invasión de cualquier organismo que vulnere la autonomía soberana que posee las provincias. Como ya dijimos en la segunda consigna, puede ser pon invasión extranjera,  por invasión de otra provincia o por sedición dentro del territorio según el art 22 Cn arriba mencionado.

Ya hemos expuesto los fundamentos a este respecto en la segunda consigna, solo quisiera agregar que un supuesto no mencionado anteriormente es que la posibilidad de que una provincia intente sublevarse x medio de la rebelión o sedición contra el Estado Nacional. Esto habilita por supuesto la intervención federal por mecanismo del art,6 CN como venimos observando .
Consigna Nº 4.
Desarrolle el concepto de “autonomía provincial” y, a partir de él, delimite las competencias del interventor federal. 

Concepto de Autonomía Provincial: La definición más precisa a la palabra autonomía es la de auto gobierno, gobierno propio. Es la facultad que posee cada una de las provincias de auto gobernarse, establecer su propio gobierno, sus propias leyes, sus propias instituciones sin la intervención del Gobierno Federal, Crear sus propias  Constituciones Provinciales.  
Esta facultad otorgada por la constitución y reconocida como preexistente a la propia constitución es un proceso característico que se desarrolló en nuestro sistema político desde antes de dictarse la constitución  Nacional y que se plasma en los pactos preexistentes. Por ello parte de nuestra doctrina constitucional considera  a la autonomía provincial como preexistente a la misma carta magna y fuente de nuestro sistema federativo, siendo a la vez consecuencia del mismo.

En nuestra Constitución, la autonomía está reconocida en toda su estructura; a modo de ejemplo cito los artículos  1, 5,13, 22, 23, 31, 121, 122. 123, 124, 125, 126, 127,128, 129 de nuestra Constitución
En nuestro estado federativo, las provincias existen y coexisten entre sí y  con el estado Nacional, dictan su propia constitución, y sus propias leyes organizan su administración, su poder judicial, Se dan su propia educación y su sistema de salud. Es decir que se auto abastecen. Pueden realizar tratados con potencias extranjeras y crear impuestos internos. Crean sus propios códigos de formas, etc. 
Todo ello bajo los lineamientos de la Soberanía de la Constitución Nacional de la que emanan todos los derechos y garantías, es decir que la supremacía la posee la Constitución  Nacional según el art.31 CN 
. Esta norma es el eje central de la autonomía provincial por cuanto en análisis con el art 121 CN 
, y el art 5 CN
, delimitan el campo de acción de ambos poderes ( provincial y nacional). En la CN los artículos 121 a 129 dictan las normas de acción de los gobiernos Provinciales y enmarcan el concepto de autonomía..- En la pirámide de supremacía, el  poder está distribuido equitativamente entre todas las provincias, reservando por disposición constitucional para el Estado Nacional,  las instituciones necesarias e indispensables para el logro y mantenimiento de la unidad política y geográfica  de la República .
En síntesis y trayendo nuevamente el pensamiento de Alberdi; “es un estado intermedio entre la independencia absoluta de muchas individualidades políticas, y su completa fusión en una sola y absoluta soberanía”
.

Competencias del interventor federal

La figura del Interventor Federal sirgué de la propia Constitución. No hay una institución permanente ni una persona física que ejerza la representación de esta institución de manera permanente, definitiva. El Interventor Federal es escogido por el P.E.N, específicamente por el Presidente (Jefe del Estado), en el momento en que se declara la necesidad de intervenir una provincia. El presidente de la Nación tiene la facultad y la opción de escoger dentro de su gabinete a la persona que considere idónea para levar a cabo tal misión.  La CSJN  entiende por concepto que el Interventor es el representante directo del presidente de la nación, que obedece y lleva a cabo las instrucciones de este. Cumple por lo tanto una función administrativa. Dispuesta la intervención, cualquiera sea el órgano competente que lo haga, el nombramiento del interventor federal corresponde siempre al poder ejecutivo (art. 99 inc. 7). Es un funcionario federal, que representa al gobierno federal y actúa como delegado o comisionado del presidente de la república. Su marco de atribuciones depende del acto concreto de intervención, de la finalidad y alcance que le ha asignado el órgano que la dispuso. La extensión de aquellas atribuciones debe interpretarse restrictivamente. Es importante mencionar que La intervención reemplaza a la autoridad provincial a la que se ha dado por cesante, sin que se extinga  su personalidad Jurídica. El interventor debe respetar la constitución y las leyes provinciales, apartándose sólo y excepcionalmente de ellas cuando debe hacer prevalecer el derecho federal de la intervención, y ello, por la supremacía de la constitución. 

Las competencias del Interventor deben ser delimitadas en la ley que solicita la intervención Federal. Alli, se le dará el marco legal de acción y los límites de su mandato. En el caso particular que nos trae aquí, La ley 25.881 declara en sus  6 artículos: 
Artículo 1° - Declárase intervenida la provincia de Santiago del Estero en sus poderes constituidos, para garantizar la forma Republicana de Gobierno.

Artículo. 2° - El Poder Ejecutivo nacional designará al Interventor Federal.

Artículo. 3° - Dispónese en la provincia intervenida la inmediata caducidad de los mandatos del Poder Ejecutivo y de los miembros del Poder Legislativo y declárase en comisión a los miembros del Poder Judicial.

Artículo. 4° - Fíjase el plazo de la intervención en ciento ochenta (180) días, prorrogables por el Poder Ejecutivo nacional por un período igual. Para asegurar la normalización y pleno funcionamiento de los Poderes Provinciales el Interventor deberá convocar a elecciones.

Artículo. 5° - Los gastos que demande el cumplimiento de la presente ley se imputarán a los créditos del Presupuesto de la Administración Nacional para el ejercicio 2004, en las partidas correspondientes.

Artículo. 6º - Comuníquese al Poder Ejecutivo


Como puede plasmarse en esta normativa la competencia del interventor está determinada por los artículos 3º y 4º. El artículo 3 dispone la caducidad de los mandatos del poder ejecutivo y legislativo y pone en comisión al Poder Judicial. El artículo específicamente establece la competencia el Interventor; “deberá convocar a elecciones”.

En general la competencia del Interventor no puede exceder sus atribuciones, Los actos realizados por estos pueden ser de índole local o federal. Es local cuando los actos realizados son aquellos actos  de sustitución de autoridades provinciales removidas. Los actos federales en cambio son aquellos que no pueden ser realizados por ninguna autoridad provincial, por ejemplo disolver el congreso o declarar en comisión al poder Judicial.


La CSJN ha declarado que “dado que los interventores federales  no son funcionarios locales, sino que sustituyen la autoridad local por disposición del Congreso, constituyen representantes directos del mismo. (…) no deben exceder el mandato que emana de la ley de intervención. Sin embargo  es cierto también que el interventor representa al Estado nacional y a la provincia intervenida, hasta tanto sea restituido el orden.  
Es en este doble carácter que reviste la persona del Interventor Federal donde surge el conflicto del límite de su mandato, el alcance del mismo,  pues no siempre se puede saber con precisión si sus actos  están enmarcados en su carácter de representarte de la provincia ó como delegado en comisión del P.E.N por imperio de la Constitución  Nacional Este ha sido aquí a mi criterio el conflicto que se originó con la Ley 6667. 
La doctrina se divide en la actualidad en materia de judiciabilidad de los actos del interventor. En principio debemos decir que por imperio constitucional esta figura la intervención es una materia política no judiciable
. Es un instituto que actúa como elemento de conexión entre el ordenamiento federal y los ordenamientos provinciales,  El interventor federal es un funcionario también federal,  el Presidente debe, instruir al interventor acerca de su competencia  con lo dispuesto en el Artículo 99.2 CN . Los actos del interventor no deben considerarse actos del gobierno federal. 
Que los actos del interventor sean considerados provinciales o federales, es al día de hoy un tema cuestionable pues en este punto no hay concordancia Diciendo esto  podemos decir que en principio serán actos provinciales, ya que la intervención sustituye al órgano y por lo tanto  asume la competencia de éste. Por ello es que se considera que la  jurisdicción judicial para juzgar dichos actos debe ser la provincial, con la reserva de casos que la CSJN se arroga como originarios de su competencia federal. 

Sobre este punto, quisiera transcribir algunos fragmentos del proyecto presentado ante la Honorable Cámara de senadores que pondría claridad al asunto: “proyecto de ley  de la H.Cámara de Diputados de la Nación sobre la reglamentación de la intervención Federal por cuanto intenta delimitar  el alcance y la jurisdicción aplicable a la figura del interventor. Se leerá que adjudica la jurisdicción del mismo a la competencia federal, siendo en la actualidad discutible si pertenece a ella o a la jurisdicción local. Nos referimos al  Trámite parlamentario de fecha 27/058/2010)
, el cual propone lo siguiente: 

· Le está prohibido al interventor:

a) ejercer funciones judiciales, o sustituir a los jueces, o arrogarse el conocimiento de causas pendientes o restablecer las fenecidas. b) crear nuevos impuestos. c) otorgar concesiones d) autorizar pagos que no estuvieren sancionados en el presupuesto de la Provincia. e) reconocer deudas, contraer empréstitos o celebrar contratos en representación del distrito que no fueren imprescindibles a su inmediata gestión administrativa. f) en ningún caso el interventor podrá convocar a una asamblea constituyente, ni ejercer por sí las atribuciones que de acuerdo con las normas legales le corresponden a ésta

· Cuando se produzca la intervención del órgano legislativo, la cuestión quedará sometida a las siguientes reglas:

1. La intervención de una legislatura local produce la caducidad de todos los mandatos legislativos vigentes.

2. El Interventor no asumirá la función legislativa, sino que el Gobernador o el Jefe de Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires ejercerán su mandato como si aquélla se hallara en receso, dentro de las facultades que al efecto otorgue la legislación local

3. Como tarea principal el Interventor debe convocar a nuevas elecciones para renovación de las bancas según lo establezca la constitución o la legislación local.

Fundamentos  del Proyecto
El Interventor Federal será designado por el Poder Ejecutivo, con conocimiento del Congreso y la designación deberá recaer en una persona que reúna los requisitos previstos para ser Senador de la Nación. Todos los actos del Interventor estarán sometidos a la jurisdicción de los tribunales federales con asiento en la Provincia intervenida o, en su caso, de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

El Procurador General de la Nación en su dictamen en el caso "Sarmiento c. Provincia de Buenos Aires" (Fallos 54:550-1893), desarrolló la siguiente argumentación: "La Constitución Nacional en su art. 6° atribuye al gobierno federal la facultad de intervenir en el territorio de las provincias y refiere esa intervención a propósitos esencialmente políticos...". Insistiendo más adelante: "La intervención corresponde en la división de poderes al gobierno federal y a objetos de carácter político... limitada a los objetos de la intervención autorizada por la Constitución y por la ley del Congreso". Y más adelante aclara: "el interventor nacional procede como autoridad nacional, en virtud de una delegación de facultades limitadas en la Constitución y en la ley...".

De este dictamen se extraen las siguientes conclusiones:

a) la intervención tiene propósitos y objetos esencialmente políticos;

b) el Interventor tiene su competencia autorizada por la ley que decreta la intervención federal de la provincia a nombre y por delegación del gobierno nacional, limitada al objeto de la intervención y restringido a aquellas facultades necesarias para garantizar la forma republicana.

Dijo ese fallo "Ese interventor es sólo un representante directo del presidente de la república, que obra en una función nacional, en representación de él, al efecto de cumplir una ley del Congreso, sujetándose a las instrucciones que de él reciba. Su nombramiento no toma origen en disposición alguna provincial y sus actos no están sujetos ni a las responsabilidades ni a las acciones que las leyes locales establecen respecto de sus propios gobernantes, sino a aquellas que el poder nacional en cuyo nombre funciona, le impongan".

El proyecto prevé, asimismo, las reglas específicas atinentes a la intervención de cada uno de los órganos de gobierno.

Cuando la intervención se decrete sobre el órgano ejecutivo, se producirá el desplazamiento de su titular y de todo su gabinete de Ministros, así como también, del Vicegobernador o del Vice Jefe de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

No se producirá, en cambio, el desplazamiento de los órganos de control de la Provincia, tales como el Fiscal de Estado o el Asesor General de Gobierno. Sin embargo, el Interventor puede aconsejar el desplazamiento de éstos últimos si lo considerara necesario.

La competencia del Interventor en caso de intervención del órgano ejecutivo se limitará exclusivamente al ejercicio de las facultades que la Constitución local le otorga a dicho órgano, las que, además, serán ejercida sólo y en la medida en que resulten necesarias para el cumplimiento de los fines de la intervención. Queda prohibido al Interventor convocar a una Asamblea Constituyente o ejercer por sí las facultades de ésta última.

Dice al respecto Rafael Bielsa "La intervención del gobierno nacional dentro del sistema federal debe ajustarse a principios esenciales de ese sistema y entre ellos el de la autonomía provincial. De este principio se deduce una primera regla y es ésta: que la extensión de los poderes de un interventor es de interpretación restrictiva". (BIELSA, Rafael, "Estudios de Derecho Público", t. III, p. 192, Ed. Depalma, 1952.)

En caso que la intervención afecte al órgano legislativo tendrá como efecto principal la caducidad de todos los mandatos legislativos vigentes. No obstante, el Interventor no asumirá por sí la función legislativa, sino que el gobierno o el Jefe de Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires ejercerán su mandato como si la Legislatura se hallara en receso. La tarea principal del Interventor en este caso será la de convocar a nuevas elecciones para la renovación de las bancas de acuerdo con lo que establezcan las normas locales.

En el fallo "Germán Puebla c. Provincia de Mendoza" (Fallos 156:126-1929) el tribunal expresó con claridad que "las intervenciones no se han instituido para cercenar derechos de los habitantes de las provincias sino para garantizarlos plenamente en su ejercicio..." Manifiesta Carlos E. Colautti "Si el interventor se arroga funciones legislativas está cercenando derechos del pueblo. La aserción resultaba inequívoca. El principio básico que justifica la intervención federal es el de garantir la forma republicana. Cuando la intervención dispone la caducidad de los mandatos de los legisladores lo hace exclusivamente con ese objeto. No para que el interventor federal legisle en su reemplazo, sino para que el Legislativo no interfiera en la normalización de los poderes provinciales." (Límites de las atribuciones de los interventores federales; La Ley T 1996-E-Pag. 974)
Consigna Nº 5.
                   Síntesis final
Según las respuestas a las consignas 2, 3 y 4, ¿cree Ud. que la declaración de necesidad de la reforma constitucional dispuesta por el interventor federal está dentro de sus competencias? En este punto, se espera que el alumno fundamente su respuesta, según los elementos conceptuales del Derecho Constitucional Argentino.
Con esta consigna realizaré conjuntamente  la síntesis final  por cuanto se haya orientada  por la misma. La respuesta que considero acertada en este punto es que el interventor Federal al declarar la necesidad de la reforma constitucional por medio de la ley 6667 excedió las competencias de sus facultades atribuidas. Lo expuesto en la resolución de las cuatro consignas muestra que claramente el Interventor ha excedido sus atribuciones y que finalmente se ha logrado la Reforma de la Constitución Provincial, por los canales apropiados constitucionalmente y no por la mencionada ley debido al hecho de que en 2005 se debía votar por un nuevo gobernador lo que permitió llamar a elecciones para la reforma  de la constitución Provincial. Lo que ha sucedido en el caso presente fue un exceso en las atribuciones o competencias  dadas al interventor. Sin embargo me pregunto si el desenlace hubiese sido tal de no haberse presentado la Intervención de la manera en que se presentó. No podemos dejar de mencionar que se corrió un grave peligro de que se hubiese  votado a Gobernador con el esquema de la constitución anterior a la reforma, una constitución que como se verá en los considerandos de la Ley 6667, no representaba la voluntad del pueblo del Estero.
A Continuación quisiera citar los mencionados Considerados pues muestran las razones que han llevado al Interventor Lanusse a sancionar y Promulga con fecha 4/8/2004  y publica el 5/8/2004, la Ley provincial local Nº6667. Me interesa aquí hacer una revisión de los considerandos  previos a la ley misma ya que allí el interventor da las razones de la necesidad de declarar tal ley (solo citaré los considerandos que considero relevantes al caso). En estos considerandos el interventor dará las razones de derecho que según su postura Jurídica doctrinaria, lo habilitan a convocar a constituyentes para reformar la Constitución Provincial en su parte orgánica. Es interesante y enriquecedor leer la totalidad de los considerandos, pero aquí solo reproduciré por una cuestión de concentración, aquellos considerandos que muestren  la postura doctrinaria del Interventor pues esta será la cuestión debatida y rebatida  mas tarde en el fallo Zavalia donde por medio de un Recurso de Amparo promovido por el mencionado Senador,  CSJN declara como medida cautelar que se  frene el proceso de elección a Constituyentes para reformar la Constitución en cuestión.

Considerando 20: “que la intervención federal dispuesta por la ley 25881 alcanza a los poderes constituidos de la provincia.

 Considerando 21: “Que la Constitución Santiagueña prevé el procedimiento para su reforma en el título V (arts. 222/229
) de conformidad con un sistema  tomado de la Constitución Nacional, es decir que se trata de un proceso reformador compuesto por las etapas Pre constituyente, electoral y Constituyente.

Considerando 22: “que la etapa pre constituyente está prevista en el art.223 el que establece que la legislatura debe sancionar la ley declarativa de la necesidad de la reforma constitucional, la que debe expresar  si la reforma será total o parcial y determinando en caso de ser parcial, los artículos o materias sobre los cuales ha de versar la reforma.

Considerando 23 “que la etapa electoral precede a la constituyente y se deriva de la convocatoria al pueblo (art.222 y 223 C. prov.) para la elección de los integrantes de la convención que es el órgano encargado de realizar la reforma, de conformidad con los lineamientos que resultan de la Constitución  en lo que hace a su conformación y a su funcionamiento, y de la necesidad de la reforma.

Considerando 25 “que  dado que la intervención federal decretada por la ley 25881 (…) alcanzó a los poderes constituidos de la provincia, por ende se le ha concedido al interventor el pleno ejercicio de las funciones que integran la competencia del poder legislativo “in totum”, sin realizar distingo alguno o dejar fuera de esta orbita ninguna de las potestades que la conforman.

Considerando 26: que como lógica consecuencia de todo lo anterior surge que se le ha concedido, igualmente a este último, la capacidad de convocar al pueblo santiagueño a un proceso de reforma de su constitución.

Considerando 28: que así le cabe al interventor federal el deber de remover los obstáculos que se oponen a la consagración de tan trascendente finalidad la que hace nada menos que al logro de la continuidad democrática en todo el territorio nacional según lo dispone el artículo 5 CN.

Considerando 29: que no cabe duda que varias de las disposiciones contenidas en el texto actual de la constitución de la provincia constituyen graves escollos para que pueda consagrarse este cometido básico que levo al legislador nacional a decidir la intervención provincial.

Considerando 31: Que cabe resaltar, por más obvio que resulte, que la reforma en sí, no será hecha por la intervención Federal, sino en la medida que sean electos convencionales constituyentes por el voto popular de los santiagueños.

Considerando 35: Que la reforma debería ser parcial y concentrarse de manera fundamental en la parte orgánica o constitución del poder, habilitando una serie de puntos contenidos en el art. 2
 para su modificación por parte de la convención a cargo de la función constituyente y cuyos miembros serán elegidos por el pueblo santiagueño.

Considerando 38 y ss.: (NP
) explican el sistema electoral santiagueño y el perjuicio que trae para lograr un sistema más igualitario e la diversidad de partidos políticos.

Considerando 51: Que el arbitrario trazado de las circunscripciones, la determinación de los porcentajes fijos para el partido más votado, unido al empleo de la denominada Ley de Lamas, le han posibilitado, de manera permanente, a éste ultimo alrededor del 70% de la totalidad de las bancas

Considerando 53: Que en estas condiciones el poder de turno no precisa de la búsqueda de consensos producto de un sano proceso de concertación en la definición de las cuestiones básicas de la comunidad, pudiendo definir por sí mismo la necesidad de una reforma Constitucional, la integración del Poder Judicial y de los Miembros del Ministerio Público y demás organismos de control, la reforma de las leyes electorales y de partidos políticos, entre otras cuestiones.

Considerando 55: Que de resultas del estado de cosas antes descripto se irá borrando hasta su total desaparición, la separación de los Poderes  y sus colorarios e inexorablemente se producirá lo mismo con la función de control, desmoronándose estas dos notas cuya presencia define por sí sola la existencia o no de un Estado de derecho.

Considerando 56: Que dentro de este esquema (…) la mecánica electoral (…) produce exactamente el efecto contrario (…).

Considerando 57: Que dicha problemática (…) hace que (…) se esté violando el artículo 5
 de la Constitución Nacional.

Considerando 58: Que esta disposición impone límites al ejercicio del Poder Constituyente provincial, el primero de los cuales consiste precisamente en que “cada provincia dictará para sí su propia constitución bajo el sistema Representativo Republicano…”He aquí como lo previsto en el art.222 y ss
 de la constitución Santiagueña destruye precisamente esta exigencia al operar como herramienta que consolida el régimen autoritario.

Considerando 59: Que el mecanismo es violatorio del art.37 CN, en tato desconoce el carácter de igual (…) los limites son procedentes siempre que se respete el principio de razonabilidad. (…) que aspiren al logro de una mejor gobernabilidad, evitando los vicios de una proporcionalidad excesiva y persiguiendo la satisfacción del interés general.

Considerando 62: Que por todo lo expuesto el sistema electoral vigente resulta contrario a la CN (…) y a las clausulas que consagran el principio e separación de poderes (arts.1, 5. 6, 105 y 109
).

Considerando 66: Que en este contexto se ha decidido la no aplicación del sistema electoral contemplado en la constitución de la Provincia ya que si se lo hiciera se estaría contraviniendo el claro mandato señalado en la ley que ha declarado la intervención en tanto esta le ordena al interventor  hacer lo necesario para garantizar el restablecimiento  de la forma republicana de gobierno en Santiago del Estero.

Considerando 67: Que en tal sentido, nuestro máximo Tribunal ha dicho “que el Interventor Federal ejercerá su función conforme al régimen Jurídico vigente de la provincia afectada y a la norma que ha declarado la intervención y las instrucciones del presidente. Si el derecho federal que fundamenta la intervención es contradictorio con el derecho local se entiende que prevalece el primero” (F.54:550).

Estableciendo esto, podemos proseguir sosteniendo que en lo que respecta al Poder Constituyente argentino y a los límites y  alcance de las reformas a las constituciones, se sigue por supuesto lo dispuesto por el art. 30 de la carta Magna
 y lo dispuesto por las constituciones provinciales. Las reformas constitucionales deben realizarse  según el procedimiento que dictan justamente sus propias constituciones. Asi, en la Constitución de Santiago del Estero los artículos 222 a 229 dictan las normativas requeridas para tal empresa.

Según fallo Zavalía, , el decreto que puso en marcha el proceso electoral es inconstitucional.  El autor dek recurso argumentó que afecta la autonomía provincial y que la propia Carta Magna santiagueña prevé que las modificaciones a su contenido sólo se pueden realizar con una ley de la Legislatura que disponga su necesidad. Con este esquema reclamó la medida cautelar, y tuvo un éxito. 
 
Planteadas así las cosas y llegando al final del trabajo he intentado dilucidar porque el interventor Federal se excedió en sus facultades.  Quisiera citar un estudio sociológico realizado en 2003 como consecuencia del Crimen de la Dársena, lo que provocó una investigación precisa y profunda de la situación política y jurídica de la provincia de Santiago del Estero y que explica a mi entender la acción de la intervención Federal. Si bien es claro que ha incurrido en excesos de competencia otorgada por la ley 25881, esto ha sido así porque existían mecanismos locales provinciales  para la obtención de la reforma constitucional  por otros medios. Sin embargo si dichos mecanismos no hubiesen existido al momento, no consideraría que su acción hubiese sido excedida debido a que era imperante una reforma constitucional para la protección y salvaguarda de las instituciones políticas y jurídicas de la mencionada provincia a fin de asegurar por medio de la intervención la forma republicana de gobierno. 
Con respecto al estudio sociológico 
Se transcriben solo los apartados que sirven a la investigación:

· Es necesario ir hacia el año 2003, casi un año antes de la Intervención Federal a Santiago, para buscar los antecedentes en cuanto a las prácticas de interpelación del Ejecutivo Nacional y entidades de Derechos Humanos nacionales e internacionales a la provincia, y para anticipar los actores que formarían parte del proyecto interventor,

· A partir de mayo de ese año llegaron a la provincia distintos representantes del Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos presididos por Gustavo Béliz, y se destacó la presencia de los Secretarios de Justicia y Asuntos Penitenciarios Pablo Lanusse y de Derechos Humanos Eduardo Luis Dhualde. Asimismo llegó a la provincia la Comisión de Derechos Humanos de la Cámara de Diputados de la Nación y miembros del Senado Nacional. También, a principios de setiembre la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (C.I.D.H.) de la Organización de los Estados Americanos (O.E.A.) arribó a la provincia. Estos actores participaron principalmente recogiendo denuncias de casos de abuso a los derechos humanos y generalmente acompañaron con la propia presencia las marchas por el doble Crimen de la Dársena.

· El "Informe Santiago del Estero" presentado al poder ejecutivo por Pablo Lanusse y Eduardo Luis Duhalde en octubre de 2003, a partir de su visita a la provincia en el mes anterior, de 54 páginas, acompañado por 13 cajas de denuncias, recogiendo expresiones y datos de las entidades mencionadas, de la Secretaría Diocesana por los Derechos Humanos de la provincia, la Universidad Católica de Santiago, de periódicos de la organización local Madres del Dolor, entre otros, es un documento paradigmático no sólo por su valor documental, sino porque desde otra lectura, allí está contenido por completo el relato del gobierno interventor sobre el régimen Juarista.

· gran parte de la propuesta programática inicial de la IF
 se puede desprender perfectamente de ese "primer gran documento". Por otro lado, el hecho de que fuera producto de un procedimiento de "recolección" de denuncias de parte de varias centenas de ciudadanos, hacía que el documento aspirara a una "representatividad fundante." 

· A partir de un diagnóstico exhaustivo el informe concluye en la necesidad de la Intervención del Poder Judicial de la provincia. En términos jurídicos el informe sostiene la existencia de una grave crisis institucional que tiene "características estructurales y que lesiona de tal modo la vigencia del Estado de Derecho y lleva a Santiago a la situación más dramática e inaceptable de violaciones a los derechos humanos, más cuando llevan veinte años de democracia". Lo interesante respecto a lo dicho anteriormente es que para quienes redactan el informe la base de la estructura política en Santiago está puesta en su régimen judicial y dentro de este ámbito en la policía provincial que es "su instructor y auxiliar" por lo que gruesas reformas en ese sector, podrían trasladarse directamente a un cambio al sistema político.

· Se destaca entonces, la excesiva prolongación en la obtención de resoluciones judiciales y anomalías en el proceso de investigación como consecuencia de la ausencia de independencia respecto al poder político, del bajo apego a las normas y a las garantías constitucionales y de los pactos internacionales. Todo esto ayudado por los mecanismos institucionales establecidos para la elección y remoción de los jueces. Se informa también la situación de la policía provincial y de la inteligencia interna cuyas prácticas de ilegalidad y terror (control ilegal de la vida de los ciudadanos metodología del "apriete" a los opositores), se relacionan con la actuación del emblemático Musa Azar, responsable de desapariciones en Santiago durante la última dictadura, con una policía servil y el manejo sesgado de la carrera de los funcionarios policiales. El informe busca también caracterizar el Estado juarista definiéndolo por su "baja estatalidad" y su sustento en el "clientelismo". Así, se convierte en una variable económica central como principal regulador del acceso a bienes y servicios, la participación política se reduce a una forma de acceso hiperregulado a los recursos que garantizan la subsistencia familiar, resultando imposible realizar una carrera administrativa sin padrinazgos políticos. 

· Al analizar la relación entre el Gobierno Provincial y los Grupos Económicos el informe se detiene en los fuertes vínculos entre el círculo gobernante y un grupo económico, cuya "cabeza" sería Néstor Carlos Ick, detallando una prolongada lista de empresas bajo su propiedad y de los convenios con los que estado provincial las beneficiaba abiertamente. Por otro lado, el informe dedica un capítulo extenso que titula "la situación de los DDHH" donde se dispone a clasificar y cuantificar las denuncias de violación a los DDHH entre 1999 y 2003 que han llegado a la Secretaría Diocesana para los Derechos Humanos del Obispado de Santiago del Estero. Allí se concluye que las denuncias de tortura y apremios ilegales cometidos por personal policial son los estadísticamente más altos, y la policía como la institución que ha sido más denunciada junto al poder judicial. También estructura los números para casos de persecución política, gremial, policial/amenazas. Abuso de autoridad/incumplimiento de deberes de funcionarios públicos. 
· Discriminación/vulneración de derechos bajo amparo. Impunidad, inseguridad jurídica y personal, inacción judicial y policial. Se destaca en este marco, la ausencia de libertad y de prensa y de regulación de dicha actividad, siendo además de la violación a un derecho fundamental, un claro indicador de posibles violaciones a los derechos humanos. 

· Finalmente los Secretarios enfocan su atención en la "Situación del Campesinado Santiagueño" dedicando un pormenorizado análisis respecto a las causas económicas, jurídicas y políticas que llevan a que una amplia población rural tenga problemas con la posesión y tenencia de la tierra y existan intentos sistemáticos por medios ilícitos de desalojos forzados con expresa actuación de la policía o de bandas armadas. Destaca que "la problemática de la tenencia y posesión de la tierra es una de las principales cuestiones de la agenda de derechos humanos santiagueña ya que el proceso de avance indiscriminado de la frontera agrícola de las oleaginosas con eje en la soja, atenta no solo contra los derechos reales de posesión sino también contra el patrimonio cultural ambiental de las comunidades campesinas de la provincia". 
·  La ley de Intervención a Santiago del Estero. Así como el Informe Santiago construye en su diagnóstico y recomendaciones una descripción de la situación institucional y política santiagueña, La ley "tipologiza" el régimen y en ese procedimiento inaugura y da cuenta de su ideología política. Allí se precisa que los asesinatos de Leyla Bashier y Patricia Villalba son el resultado de un estilo de conducción política caracterizado por el nepotismo, el clientelismo y la impunidad, sin el contrapeso de una real división de poderes, incompatible con la forma republicana de gobierno, inspirador de un sistema político autoritario (poder omnímodo de la legislatura) y hegemónico (régimen electoral hegemónico y hegemonía de un solo sector político en la legislatura). Asimismo por un ejercicio autocrático del poder y la perpetuación en el mismo de un núcleo familiar. 

EL decreto nacional 53/93 sobre la intervención federal dispuesta al poder legislativo de la Provincia de Corrientes
, y donde se amplió la intervención federal Dispuesta a la provincia declarando la caducidad de los mandatos de sus integrantes, se permitió por ampliación de la ley de intervención justamente los que en el caso presente se tilda de inconstitucional, Por supuesto que las particularidades del caso corrientes fueron diferentes, pero no está de más traerla a análisis. Se cita textualmente solo las partes que interesan  “Que es atribución del Gobierno Federal velar por la plena vigencia del sistema representativo y republicano de gobierno en todo el ámbito de la Nación” (…)Que la Intervención Federal en una provincia es un acto político e institucional de la mayor trascendencia y jerarquía que debe acomodarse, en las actuales circunstancias a la realidad de los hechos acontecidos y dentro del marco que el artículo 6 de la Constitución Nacional otorga al Gobierno Federal (…)Que el sistema de elección indirecta aún vigente en la Provincia de Corrientes, nuevamente ha fracasado como mecanismo apto para la definitiva normalización institucional de la misma. (…) Que el Colegio Electoral, no ha funcionado dentro de la normativa constitucional y ha tomado decisiones con una conformación ilegítima, permitiendo la participación de un elector suplente, en claro desacato y alzamiento contra un fallo judicial del Superior Tribunal de Justicia de esa Provincia, que prohibía mediante una medida de no innovar el reemplazo de los electores titulares. (…) Que simultáneamente está sesionando una Convención Constituyente, convocada al efecto de producir una reforma parcial de la Constitución Provincial respecto de las normas que establecen el sistema de elección indirecta, habiendo propiciado las fuerzas políticas con representación en la misma una modificación en el sistema, para consagrar la forma de elección directa de Gobernador y Vicegobernador.(…) Que de todo lo expuesto es evidente que los mecanismos constitucionales provinciales se encuentran desbordados e impotentes para resolver y canalizar este estado de crisis institucional. (…)Que han resultado estériles los esfuerzos del Delegado Federal tendientes a que los poderes provinciales, en ejercicio a la fecha, dieran solución al cuadro señalado antes, dentro del marco de la Constitución Provincial. (…) Que la voluntad del Gobierno Nacional de reordenar institucionalmente a la Provincia de Corrientes, haciendo uso limitado de las facultades de intervención que dispone la Constitución Nacional, ha tropezado con circunstancias sobrevinientes que demostraron la insuficiencia de las medidas dispuestas. (…) Que la potestad del PODER EJECUTIVO NACIONAL para ampliar y prorrogar una Intervención Federal, en situaciones como la descripta, se ha ejercitado en reiteradas ocasiones en forma pacífica, por cuanto es facultad concurrente del PODER EJECUTIVO NACIONAL el mantenimiento del orden jurídico establecido por la Constitución Nacional, contando para ello con las facultades para adoptar medidas extremas que aseguren la supremacía de la Carta Magna. (…) Que la presente se adopta de conformidad a los artículos 1, 5, 6, 31 y concordantes de la Constitución Nacional.(…) EL PRESIDENTE DE LA NACION ARGENTINA DECRETA (…)Art. 2: Las atribuciones que la Constitución Provincial otorga al Poder Legislativo serán ejercidas por el Interventor Federal, quien dispondrá las medidas tendientes a preservar y conservar su patrimonio y asegurar la administración del órgano intervenido.(…)  Art. 3: Instruir al Interventor Federal para que convoque a elecciones generales de autoridades provinciales en igual fecha a la que se disponga para la renovación parcial de la H. Cámara de Diputados de la Nación.


Esto nos muestra lo siguiente: sigue manteniéndose claro que el interventor federal Lanusse, excedió su competencia y facultades como interventor, Sin embargo en casos similares se ha procedido de  la manera en que procedió el interventor aunque como se ve en el DN 53/93 se ha amplió el alcance que iba a tener la intervención para permitir la legalidad de la reforma constitucional, caso que no se logró en la ley 6667 


Alberdi sostenía que “la Constitución debe dar garantías de que sus leyes orgánicas no serán excepciones derogatorias de los grandes principios consagrados por ella, como se ha visto más de una vez. Es preciso que el derecho administrativo no sea un medio falaz de eliminar y escamotear las libertades  y garantías constitucionales”.
 Asi mismo Alberdi esboza en sus párrafos un pensamiento sobre la propiedad privada que quisiera hacerlo propio respecto del carácter interpretativo que debe dársele a las disposiciones constitucionales. Establece que
 “…Así   la Constitución Argentina no debe limitarse a declarar inviolable el derecho privado de propiedad, sino que debe garantizar la reforma de todas las leyes civiles y de todos los reglamentos coloniales vigentes, a pesar de la República, que hacen ilusorio y nominal ese derecho. Con un derecho Constitucional Republicano y un derecho administrativo colonial y monárquico, la América del Sur arrebata por un lado lo que promete por otro: la libertad en la superficie y la esclavitud en el fondo…”
.

Este pensamiento de Alberdi al que me adhiero en mis convicciones me exigió una racionalización interna y  personal en cuanto poder afirmar o no, Si la declaración de necesidad de la reforma constitucional dispuesta por el interventor federal está dentro de sus competencias, por cuanto si como hemos demostrado  anteriormente y siguiendo los lineamientos constitucionales  pudimos determinar que el interventor si ha excedido su competencia a por cuanto no poseía la facultad de llamar a constituyentes para reformar la constitución , esto se debió a mi criterio  a que existieron otros mecanismos y/o caminos legales para llegar  a la obtención de la reforma como sucedió  y que agraciadamente se pudo poner fin  a una situación jurídico política grave. Sin embargo considero que como bien dijo el Interventor y  reafirmo en el pensamiento de Alberdi, la Constitución Nacional debe garantizar  la reforma todas las leyes que tornen ilusorio y nominal un derecho reconocido y protegido constitucionalmente., Este criterio lo extiendo no solo a los derechos sino a las bases y criterio doctrinales que deben ser conducidos en la obtención del fin primero y último que es salvaguardar nuestra forma de gobierno y los principios constitucionales,. Considero que si no hubiese  sido resulta la situación como se resolvió, es decir si no se hubiese encontrados otros mecanismos legales para obtener la reforma de la constitución y poner fin a un abusivo ejercicio del poder provincial, mi visión frente al caso presente hubiese sido diferente pues bregaría por que la intervención obtuviese los resultados buscados. Considero que el caso particular ha tenido un tinte político que ha intentado manipular los mecanismos legales para determinar si han sido o no excedidas las facultades del interventor Lanusse.


Llegando al final quisiera puntualizar  las posturas doctrinarias argumentativas  que han mantenido ambas partes para sostener sus argumentos:
	Fundamentos del Interventor federal
	Fundamentos de la CSJN según fallo Zavalia

	objetivo es devolver la vigencia de un régimen republicano y democrático
	La Senadora Cristian Kirscner sostuvo en el debate del senado antes de que se promulgue la ley de intervención  que era  imposible imponer la reforma de la constitución provincial desde una ley nacional


	Garantizar la proporcionalidad  del voto
	

	Habilitar los mecanismos de gestión transparente
	No es atribución de un funcionario Nacional llamar a elecciones para convencionales  

	Garantizar la participación ciudadana
	

	Fortalecer el régimen municipal
	

	Despolitizar el régimen de la magistratura
	

	Base de discusiones: participaron partidos políticos, sindicatos, dirigentes sociales, empresarios, académicos
	Se cometió un error elemental: si bien el interventor  federal puede asumir atribuciones de la Legislatura como por ejemplo sancionar un decreto ley con contenido ordinario, no es lo mismo dictar un decreto que reemplaza la actuación del poder legislativo cuando hay que declarar la necesidad de una reforma.

	Aportes emitidos por la mesa de diálogo santiagueño (iglesia; derechos humanos PNDUD), 
	Es la Legislatura quien convoca  a un proceso constituyente. El poder constituido pretendió reemplazarlo y esto es inaceptable constitucionalmente. Incluso en el senado antes de declararse la intervención, éste tema había sido expuesto y rechazado como opción posible

	Asesoramiento para la reforma  por parte del programa de las naciones unidas para el desarrollo
	

	Se pretendía la redacción de  de un documento de recomendación para los convencionales quie serian elegidos por los santiagueños el 31 de octubre de 2004
	

	Se buscaba la reforma de la constitución antes de las elecciones para gobernador en 2005
	

	Fundamento; considerandos 25, 28 y 31 , 56, 57, 58, 59, 62, 66 y 67 de la ley 6667

	

	En cuanto a la intervención en el fallo zavalia, sostiene que la CSJN debió rechazar el recurso por cuanto era competencia de la corte provincial y solo una vez que esta se expida podía  recaer en la CSJN
	La CSJN, sostuvo que era competencia originaria de ella por cuanto la materia que trataba

	
	

	
	



Quisiera así mismo transcribir parte del fallo Zavalia para luego realizar una mención al respecto,
Caso Zavalia c/Provincia de Santiago del Estero y otro.- CSJN 21/09/2004

(…) en efecto, el interventor federal tiene un doble carácter, y en consecuencia también lo tiene los actos que realiza. Representa al Gobierno Federal (...) y de la provincia hasta tantos sean reorganizados los poderes locales. Actúa con una doble personalidad y realiza actos que gozan de una u otra naturaleza (…) En ese marco diferencia, la declaración de la necesidad de reforma de una constitución provincial, es un acto de naturaleza federal y no local. 

(…) La índole estrictamente federal de la cuestión se ve corroborada por el debate habido en el Senado de la Nación con relación al proyecto de ley de intervención, en el cual se planteó  la propuesta de conceder al interventor Federal la Facultad de reformar la Constitución de la Provincia de Santiago del Estero (…) el Senador Gomez Diez manifestó: “simplemente deseo dejar constancia que voy  votar negativamente el art. 4º por considerar que debería incluirse la reforma de la constitución Provincial. A ello la senadora Kirchner contestó “Como presidenta de la comisión de asuntos constitucionales la primera cosa que se me ocurre  decir es que no podríamos  sancionar este proyecto de ley  violando nosotros mismos la constitución (…) ¿Cómo vamos a imponer la reforma de la Constitución desde una ley Nacional? Es imposible hacer eso, por cuanto en tal caso estaríamos sancionando una norma claramente violatoria de la organización federal del país. Las reformas de constituciones provinciales deben hacerse a través de mecanismo que prevén las propias constituciones. (…) Luego de años de luchas, las provincias lograron  que la Nación no pudiera introducirse en la organización de las provincias, Lo que deben garantizar es la administración de Justicia y la educación como únicas demandas por parte de la nación para que se le garanticen sus autonomías (…)
El Interventor Lanusse excedió sus facultades por cuanto no estaba en su competencia según lo dispuesto por la ley 25881 llamar a elecciones para convencionales con el fin de lograr  la reforma de la constitución. Las atribuciones especificas que le confirieron al Interventor Lanusse se limitaban a   convocar elecciones para asegurar la normalización y pleno funcionamiento de los poderes provinciales". El proceso de reforma de las constituciones está reservado a las provincias y se realizan por expresa disposición de la constitución, la que en su artículo 30 establece la modalidad y el quórum. Asimismo el hecho de que el Senado haya debatido esta posibilidad antes de declararse la ley de intervención y habiendo el mismo rechazado esta posibilidad , podemos establecer cuál era la intención de los legisladores al momento de interpretar la mencionada ley: este ha sido a mi entender uno de los puntos fuertes que han limitado la competencia del interventor, juntamente con este carácter restrictivo de la  interpretación y alcance de competencias en cuestiones  de remedios constitucionales  creados como excepción a fin de salvaguardar nuestro sistema Republicano. Sin embargo considero argumentativo y exagerado el alcance que se le ha dado al comentario de la Senadora Kirchner, puesto que la intervención Federal no solo se realiza como dice ella para asegurar la administración y educación en una provincia.
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� Art.5 CN: Cada provincia dictará para si una Constitución bajo el sistema representativo Republicano, de acuerdo con los principios, declaraciones y Garantías de la Constitución Nacional, Y que asegure su administración de Justicia, su régimen Municipal y la educación primaria. Bajo estas condiciones de Gobierno Federal. Garante a cada  provincia el goce y ejercicio de sus instituciones.


� Art. 6º CN: El gobierno Federal Interviene en el Territorio de las Provincias para garantir la forma republicana de gobierno, o repeler invasiones exteriores, y a requisición de sus autoridades constituidas para sostenerlas o restablecerlas, si hubiesen sido depuestas por la sedición, o por invasión de otra provincia.


� Art.121  CN: Las Provincias conservan todo el poder no delegado por esta Constitución al Gobierno Federal, y el que expresamente se hayan reservado por pactos especiales al tiempo de su incorporación.


� Art.122 CN: Se dan sus propias instituciones locales y se rigen por ellas. Eligen sus gobernantes, sus legisladores y demás funcionarios de provincia, sin intervención del Gobierno Federal.


� Art.1 CN: La Nación Argentina adopta para su gobierno la forma representativa, Republicana y Federal, según lo establece la presente Constitución.


� Art.22CN: el pueblo no gobierna ni delibera  sino por medio de sus representantes y autoridades creadas por esta constitución (...)


� La República no es propia de la Revolución Francesa ya que Roma la Había instaurado par si  en los años 509 ac y Platón y Aristóteles escribieron al respecto., pero es desde  Montesquieu que occidente instaura la democracia tal como la conocemos.


� Art.121 CN: Las provincias conservan todo el poder no delegado por esta Constitución al Gobierno Federal, y el que expresamente se hayan reservado por pactos especiales al tiempo de su constitución.


� Art. 5 CN: Cada provincia dictará para sí una Constitución bajo el sistema representativo Republicano, de acuerdo con los principios, declaraciones y Garantías de la Constitución Nacional, Y que asegure su administración de Justicia, su régimen Municipal y la educación primaria. Bajo estas condiciones de Gobierno Federal. Garante a cada  provincia el goce y ejercicio de sus instituciones.


� Juan Bautista Alberdi. “Bases”. Colección esquemas políticos. Editorial Plus Ultra. Edición Nº13.capitulo 17. Págs. 111 a 120 


� Estos incisos quedarían sin sentido en la actualidad razón por la que no le he transcripto


�  Juan Bautista Alberdi. “Bases”. Colección esquemas políticos. Editorial Plus Ultra. Edición Nº13.capitulo 19. Págs. 138


� Art.99, inciso 20 CN: Decreta la intervención Federal a una provincia ó a la ciudad de Buenos Aires en caso de receso del Congreso, y se debe convocarlo simultáneamente para su tratamiento.


� Art.31 CN: Esta Constitución, las leyes de la Nación que en consecuencia se dicten por el Congreso y los tratados con las potencias extranjeras son la ley suprema de la Nación, y las autoridades de cada provincia están obligadas a conformarse a ellas, no obstante cualquier disposición en contrario que contengan las leyes o Constituciones provinciales, salvo para la provincia de Buenos Aires, los tratados ratificados después del 11 de septiembre de 1859.


� Art.121 CN: Las provincias conservan todo el poder no delegado por esta Constitución al Gobierno Federal, y el que expresamente se hayan reservado por pactos especiales al tiempo de su constitución


� Art. 5 CN: Cada provincia dictará para sí una Constitución bajo el sistema representativo Republicano, de acuerdo con los principios, declaraciones y Garantías de la Constitución Nacional, Y que asegure su administración de Justicia, su régimen Municipal y la educación primaria. Bajo estas condiciones de Gobierno Federal. Garante a cada  provincia el goce y ejercicio de sus instituciones.





�  Juan Bautista Alberdi. “Bases”. Colección esquemas políticos. Editorial Plus Ultra. Edición Nº13.capitulo 19. Págs. 138


�Fallo . "Cullen c/Llerena" 1893, el acto de intervención constituye una cuestión política no judiciable y que, por ende, no puede discutirse judicialmente la inconstitucionalidad o invalidez de dicho acto.


� Numero trámite parlamentario 121. Expediente 6313-D-2010


� Artículo 222º: La presente Constitución no podrá ser reformada en todo o en parte, sino por una Convención especialmente elegida para ese objeto por el pueblo de la Provincia, en la forma prevista para la integración del Poder Legislativo. 


Artículo 223º: El pueblo será convocado en virtud de ley en que se declare la necesidad o conveniencia de la reforma, expresándose al mismo tiempo si ésta debe ser total o parcial y determinando en caso de ser parcial, los artículos o la materia sobre los cuales ha de versar la reforma. La ley que se dé con ese objeto, en todos los casos deberá contar con despacho de comisión, sin que pueda ser objeto de tratamiento de sobre tablas. Además, deberá ser sancionada por tres cuartos de votos si fuere total y dos tercios de votos de ser parcial, en ambos casos de los miembros que integran la Cámara.


Artículo 224º: La convención no podrá comprender en la reforma otros puntos que los especificados en la ley de convocatoria; pero no estará obligada a variar, suprimir o completar las disposiciones de la Constitución cuando considere que no existe necesidad o conveniencia de la reforma. 


Artículo 225º: En el caso del artículo anterior, la Legislatura no podrá insistir dictando nueva ley de reforma, mientras no haya transcurrido por lo menos un período legislativo, sin contar el que correspondiere a la ley de la reforma. 


Artículo 226º: Para ser Convencional se requieren las mismas calidades y tienen los mismos impedimentos que para ser Diputado. El cargo de Convencional es compatible con cualquier otro cargo público nacional, provincial o municipal, excepto con los de Gobernador, Vicegobernador, miembro del Poder Judicial y Jefe de Policía.


Artículo 227º: El cargo de Convencional es irrenunciable. El que sin causa justificada no se incorporase o faltare al número de sesiones que establezca el reglamento de la Convención, incurrirá en una multa igual al total de la retribución mensual de un Diputado, la que será ejecutada por Fiscalía de Estado y su producido destinado a la Biblioteca de la Legislatura, más la inhabilitación por cuatro años para ejercer cargos electivos.


Artículo 228º: La convención se compondrá de un número de miembros igual al de los Diputados, quienes gozarán de las mismas inmunidades que éstos desde su proclamación hasta su cese y recibirán como única retribución gastos de representación.


Artículo 229º: La Convención funcionará preferentemente en la capital de la Provincia; se instalará en el local de la Legislatura o en el que ella misma establezca. Determinará su duración hasta un máximo de noventa días a partir de su constitución, que podrá prorrogar en treinta días más. La Convención tendrá facultades para dictar su propio reglamento, nombrar su personal y confeccionar su presupuesto. 


La Convención es el único y exclusivo juez para expedirse sobre la legitimidad de su constitución e integración.








� Art. 2ºC.P: Esta Constitución promueve la justicia social basada en el trabajo y propugna como valores superiores de su ordenamiento jurídico la libertad, la igualdad, la solidaridad, el pluralismo político y la seguridad jurídica de la persona, de sus bienes y de sus derechos.


� Np: nota personal


� Art.5 CN: Cada provincia dictará para si una Constitución bajo el sistema representativo Republicano, de acuerdo con los principios, declaraciones y Garantías de la Constitución Nacional, Y que asegure su administración de Justicia, su régimen Municipal y la educación primaria. Bajo estas condiciones de Gobierno Federal. Garante a cada  provincia el goce y ejercicio de sus instituciones


� Los arts 222 y ss de la Constitución provincial están descriptos en página 7 nota al pie de página.


� Artículo 1º.- La Nación Argentina adopta para su gobierno la forma representativa republicana federal, según la establece la presente Constitución.


Artículo 5º.- Cada provincia dictará para sí una Constitución bajo el sistema representativo republicano, de acuerdo con los principios, declaraciones y garantías de la Constitución Nacional; y que asegure su administración de justicia, su régimen municipal, y la educación primaria. Bajo de estas condiciones el Gobierno federal, garante a cada provincia el goce y ejercicio de sus instituciones.


Artículo 6º.- El Gobierno federal interviene en el territorio de las provincias para garantir la forma republicana de gobierno, o repeler invasiones exteriores, y a requisición de sus autoridades constituidas para sostenerlas o restablecerlas, si hubiesen sido depuestas por la sedición, o por invasión de otra provincia.


Artículo 105.- No pueden ser senadores ni diputados, sin hacer dimisión de sus empleos de ministros.


Artículo 109.- En ningún caso el presidente de la Nación puede ejercer funciones judiciales, arrogarse el conocimiento de causas pendientes o restablecer las fenecidas.


� Artículo 30.- La Constitución puede reformarse en el todo o en cualquiera de sus partes. La necesidad de reforma debe ser declarada por el Congreso con el voto de dos terceras partes, al menos, de sus miembros; pero no se efectuará sino por una Convención convocada al efecto.


� Artículo 222º: La presente Constitución no podrá ser reformada en todo o en parte, sino por una Convención especialmente elegida para ese objeto por el pueblo de la Provincia, en la forma prevista para la integración del Poder Legislativo. 


Art. 223º: El pueblo será convocado en virtud de ley en que se declare la necesidad o conveniencia de la reforma, expresándose al mismo tiempo si ésta debe ser total o parcial y determinando en caso de ser parcial, los artículos o la materia sobre los cuales ha de versar la reforma. La ley que se dé con ese objeto, en todos los casos deberá contar con despacho de comisión, sin que pueda ser objeto de tratamiento de sobre tablas. Además, deberá ser sancionada por tres cuartos de votos si fuere total y dos tercios de votos de ser parcial, en ambos casos de los miembros que integran la Cámara.


Art. 224º: La convención no podrá comprender en la reforma otros puntos que los especificados en la ley de convocatoria; pero no estará obligada a variar, suprimir o completar las disposiciones de la Constitución cuando considere que no existe necesidad o conveniencia de la reforma. 


Art. 225º: En el caso del artículo anterior, la Legislatura no podrá insistir dictando nueva ley de reforma, mientras no haya transcurrido por lo menos un período legislativo, sin contar el que correspondiere a la ley de la reforma. 


Art. 226º: Para ser Convencional se requieren las mismas calidades y tienen los mismos impedimentos que para ser Diputado. El cargo de Convencional es compatible con cualquier otro cargo público nacional, provincial o municipal, excepto con los de Gobernador, Vicegobernador, miembro del Poder Judicial y Jefe de Policía.


Art. 227º: El cargo de Convencional es irrenunciable. El que sin causa justificada no se incorporase o faltare al número de sesiones que establezca el reglamento de la Convención, incurrirá en una multa igual al total de la retribución mensual de un Diputado, la que será ejecutada por Fiscalía de Estado y su producido destinado a la Biblioteca de la Legislatura, más la inhabilitación por cuatro años para ejercer cargos electivos.


Art. 228º: La convención se compondrá de un número de miembros igual al de los Diputados, quienes gozarán de las mismas inmunidades que éstos desde su proclamación hasta su cese y recibirán como única retribución gastos de representación.


Art. 229º: La Convención funcionará preferentemente en la capital de la Provincia; se instalará en el local de la Legislatura o en el que ella misma establezca. Determinará su duración hasta un máximo de noventa días a partir de su constitución, que podrá prorrogar en treinta días más. La Convención tendrá facultades para dictar su propio reglamento, nombrar su personal y confeccionar su presupuesto. 


La Convención es el único y exclusivo juez para expedirse sobre la legitimidad de su constitución e integración.


�Fuente:  www.pagina12.com.ar/diario/elpais/1-41361-2004-09-22.html


� Fuente � HYPERLINK "http://www.scielo.org.ar/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S1514-68712009000200002" �http://www.scielo.org.ar/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S1514-68712009000200002�. Diciembre de 2009. Trabajo, poder y cultura., la intervención federal a Santiago del Estero Socióloga. Mariana Godoy.. Becaria de Postgrado del CONICET. Integrante del proyecto "Política y Ciudadanía en Santiago del Estero", CICyT-Universidad Nacional de Santiago del Estero. Doctora en Ciencias Sociales, UBA. Docente adscripta en la carrera de Antropología. UNSa 





� IF: Intervención Federal 


� Id Infojus: DN19930000053





� Juan bautista Alberdi. Bases y puntos de partida para la organización política de la república argentina. Editorial plus ultra. edición Nº13. Pag 106.


� Juan bautista Alberdi. Bases y puntos de partida para la organización política de la república argentina. Editorial plus ultra. edición Nº13. Pag 126.


� El sombreado es mío para remarcar mi punto personal





� Nótese que sucedió lo contrario en la intervención a la provincia de Corrientes donde por ampliación de la ley de intervención por el Decreto nacional 53/93 se llamó a convencionales para la reforma de la constitución provincial y así se hizo. Esto muestra que en el caso presente hubo manejos políticos que impidieron que la medida tomada por el interventor haya podido desenvolverse bajo la normativa constitucional. 


� Estos argumentos son fuertes y  pudieron haber permitido la  convocatoria a convencionales. 
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